
 

 

 

INFORME EMITIDO POR EL SERVICIO DE GOBIERNO ABIERTO Y ATENCIÓN A LA CIUDADANÍA 

TRAS INFORMES EMITIDOS EN EL PROCESO DE ELABORACIÓN DEL ANTEPROYECTO DE LEY 

FORAL DE MODIFICACIÓN DE LA LEY FORAL 5/2018, DE 17 DE MAYO, DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y BUEN GOBIERNO 

 

 

Vistas las recomendaciones formuladas por el Servicio de Secretariado de Gobierno, 

Relaciones Institucionales y Acción Normativa en el informe emitido sobre el 

Anteproyecto de Ley Foral de Modificación de la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de 

Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, así como las 

recomendaciones formuladas en el Informe de género elaborado por el INAI y en el 

Informe emitido por el Consejo de Transparencia de Navarra,  por el Servicio de Gobierno 

Abierto y Atención a la Ciudadanía se emite el siguiente  

INFORME 

1. En relación al Informe emitido por el Servicio de Secretariado de Gobierno, 

Relaciones Institucionales y Acción Normativa. 

 

a) En relación a los aspectos destacados de sistemática y técnica utilizada en el 

anteproyecto. 

 

1. Se procede a sustituir el término Preámbulo por el de Exposición de Motivos, 

ordenando los apartados contenidos en éste con cardinales arábigos y redactando 

los párrafos 3º y 4º del apdo. III de la Exposición de Motivos de conformidad con 

la concreta modificación que plantea la norma, aceptando las recomendaciones 

contenidas en el Informe. 

 

2. Se procede a reordenar las Disposiciones de la parte final y se numeran los 

artículos en ordinales escritos en letras y se resaltan en cursiva siguiendo el criterio 

mantenido en el Informe. 

 
3. Siguiendo el criterio mantenido en el Informe se adecúa la estructura de la 

disposición normativa dado que artículo referenciado como único no es “Único” 

al modificarse 3 normas; correspondiendo ser “Segundo”, por su orden, y las 

Disposiciones consideradas como Finales primera y segunda se recogen como 

artículos “Primero” y “Tercero”, respectivamente.  



 

4. Se revisa el texto con el fin de mantener idéntica formulación en los títulos de los 

artículos, cabeceras y textos marcos. 

 

5. Se corrige error ya que no es “referencia” al apartado 1 del artículo, sino la 

“numeración 1” de apartado en el artículo 18. 

 

6. Se completa la remisión al artículo 22.1.B.b) y se corrige coma después de “datos” 

(art. 32). 

 

7. Se reproduce íntegramente la nueva redacción de todo el apartado 4 del artículo 

45, siguiendo la recomendación del Informe. 

 

8. En relación a la modificación prevista en el artículo 65.1 se sustituye el término 

vocalías (condición) por el de “vocales” (personas), siguiendo la recomendación 

del Informe. 

 

9. La modificación planteada al artículo 65, se reproduce íntegramente con su nueva 

redacción tal y como recomienda en el Informe. 

 

10. Siguiendo el criterio planteado en el Informe, la función que se planteaba en la 

Disposición Adicional 7ª. 3 se incorpora como parte del artículo 64.  

 

11. Careciendo de contenido transitorio la inicial Disposición Transitoria Única pasa 

a presentarse como Disposición Adicional Única.  

 

 

b) En relación a los aspectos de valoración técnica: 

 

1. En relación a las observaciones realizadas en el Informe sobre la redacción 

dada al artículo 19.2.h, albergando, los informantes serias dudas de 

conformidad a derecho en la publicación de los datos identificativos de los 

afectados por las resoluciones de (in)compatibilidad, entendiendo que la 

divulgación de las identidades de personas que se limitan a solicitar 

autorizaciones para el ejercicio de sus derechos no parece obedecer a la 

protección de ningún interés público, no podemos sino resaltar la conformidad 

a Derecho de lo establecido  en la redacción propuesta.  

 

Entendemos por incompatibilidad la imposibilidad de conciliar las funciones 

inherentes al puesto de empleado público, con el desempeño, bien por sí o 

mediante sustitución, de un segundo trabajo o cargo en el sector público y 

privado, salvo los supuestos previstos legalmente. Básicamente, este régimen 



se basa en la necesidad de aplicar el principio de dedicación del personal al 

servicio de las Administraciones Públicas a un solo puesto de trabajo, sin más 

salvedades que las que exija el servicio público y ello para que las actividades 

privadas no impidan o menoscaben el cumplimiento de los deberes o pueda 

comprometer la imparcialidad e independencia. 

 

Los lamentables casos de corrupción y la necesidad de evitar los conflictos de 

interés justifican sobradamente la transparencia de las resoluciones de 

compatibilidad de la actividad pública con una segunda actividad pública o 

privada que en todo caso, de autorizarse, debe producirse sin menoscabo ni 

afectación a las obligaciones derivadas de la actividad pública principal. 

 

La normativa vigente ya aplicable en esta materia en navarra se determina la 

obligación de publicar las resoluciones que autorizan la compatibilidad que 

afecten a los empleados y empleadas públicas sin que se restringa esta 

obligación a aquellas personas que ocupen altos cargos o altos puestos de la 

administración, afectando, por tanto, a todos los casos en los que se vea 

afectado un empleado o una empleada pública. 

 

En este caso, no cabe duda de que prima el interés público sobre el interés 

privado de la persona que puede verse afectada. En iguales términos lo vienen 

considerando en las CCAA de Aragón, Castilla y león, Cataluña, Madrid, 

Extremadura, Cantabria, Murcia. 

 

No se verifica la ausencia de conflictos de interés con el conocimiento 

meramente estadístico del número de resoluciones positivas o no, es necesario 

el conocimiento de los empleados y empleadas públicas que cuentan con 

autorización para realizar una segunda actividad pública o privada. 

 
 

2. En relación a lo informado sobre la redacción propuesta al art. 29 bis: 

denuncias, considerando los informantes que se introduce un nuevo 

mecanismo de denuncia que no está suficientemente articulado con el 

previamente ya existente, no cabe sino rechazar las dudas planteadas. Así el 

propio Consejo de Transparencia de Navarra en su propuesta inicial 

determinaba que  

“La regulación de la denuncia en las leyes de procedimiento administrativo 

tradicionalmente se ha vinculado con el ejercicio del ius puniendi por parte 

de las Administraciones Públicas. Razón por la que la doctrina 

administrativista ha estudiado la figura de la denuncia y el denunciante, 

particularmente, en lo relativo a si es o no interesado –denunciante simple y 

denunciante cualificado– en el procedimiento administrativo sancionador que 

se derive de la formulación de una denuncia. En esta línea de vincular la 



denuncia con un procedimiento sancionador, la Ley Foral 5/2018 de 

Transparencia, solo alude a la denuncia en el artículo 60.3 que regula el 

procedimiento para imponer las sanciones establecidas en la Ley Foral.  

 

Pero la denuncia administrativa permite denunciar hechos que exceden 

ampliamente al ámbito de las infracciones administrativas sancionables. En 

efecto, el artículo 62 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, define la denuncia 

como el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una 

obligación legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la 

existencia de un determinado hecho que pudiera justificar la iniciación de 

oficio de un procedimiento administrativo. La finalidad de la denuncia 

conforme a la ley procedimental es, por tanto, más amplia pues es tal siempre 

que pueda justificar la incoación de oficio de cualquier procedimiento 

administrativo, no solo del procedimiento administrativo sancionador, ya que 

la denuncia no se ha de limitar a informar de infracciones administrativas.  

 

En el ámbito de la transparencia, la denuncia ciudadana está particularmente 

indicada ante incumplimientos por parte de los sujetos obligados de sus 

respectivas obligaciones de publicidad activa. Es, sin duda, un mecanismo 

que puede ayudar significativamente al órgano garante de la transparencia a 

un mejor control de las obligaciones de publicidad activa.  

 

Se trata de potenciar este instrumento de control haciendo expresa referencia 

al mismo mediante este nuevo artículo introducido en el Capítulo III del Título 

I dedicado a la publicidad activa, a la par que estableciendo el procedimiento 

a seguir por el Consejo de respuesta a la denuncia.” 

 

Por último, cabe afirmar que no existe ninguna contradicción entre la denuncia 

que cualquier persona puede dirigir a la Administración correspondiente por 

considerar que ésta viene incumpliendo algunas de las obligaciones de 

publicidad activa que le son exigibles, y aquella otra denuncia que cualquier 

persona puede dirigir al órgano garante de la transparencia, tanto en su 

vertiente de publicidad activa como de derecho de acceso a la información 

pública. Denuncia, por otra parte, cuya existencia ya se deduce de lo dispuesto 

en el vigente artículo 64.1 b) de la ley Foral 5/2018, de 17 de mayo y que con 

la modificación que se pretender realizar se vienen a concretar el 

procedimiento a seguir en este caso. En modo alguno podrán producirse 

sorprendentes redundancias, como tampoco cabe deducirlas cuando una 

persona interpone una reclamación contra la aplicación de un límite al derecho 

de acceso, porque corresponde al Consejo de Transparencia e Narra el superior 

juicio para constatar si existe o no un incumplimiento por parte de una 

determina administración de sus obligaciones de publicidad activa. 



 

 
3. Siguiendo el sentido de la valoración planteada en el Informe respecto al apdo. 

2 del nuevo art. 29 bis se le da a este artículo la siguiente redacción: 

1. Cualquier persona física o jurídica, a la vista de posibles 

incumplimientos de publicidad activa, podrá, sin perjuicio de 

lo dispuesto en el art. 60.3, presentar denuncia ante el 

Consejo de Transparencia de Navarra, teniendo derecho a 

recibir una respuesta motivada en el plazo de tres meses 

desde su presentación. La respuesta del Consejo de 

Transparencia de Navarra se publicará en su página o espacio 

web, previa disociación de los datos personales. 

2. La persona denunciante gozará, en todo caso, del derecho 

de confidencialidad, debiendo omitirse cualquier dato que 

pueda conducir a su identificación.” 

 
4. En relación a la valoración informada respecto al contenido dado al art. 31.1 

b: procesos de toma de decisión, no cabe sino desestimar aquella, dado que el 

límite referido se corresponde sustancialmente con uno de los previstos en el 

Convenio del Consejo de Europa núm. 205 (art.3) si bien el mantener la 

redacción del mismo en los términos planteados en el Informe adolece de una 

grave indeterminación que supone o puede suponer un serio menoscabo de la 

transparencia pública, sobre todo, si se tiene en cuenta que la Convención de 

Naciones Unidas contra la Corrupción, adoptada en Nueva York el 31 de 

octubre de 2003 bajo el epígrafe de “información pública” declara que habida 

cuenta de la necesidad de combatir la corrupción cada Estado Parte deberá 

adoptar las medidas que sean necesarias para aumentar la transparencia en su 

administración pública, incluso en lo relativo a su organización, 

funcionamiento y procesos de adopción de decisiones, cuando proceda. 

 

En este sentido, el Catedrático Severiano Fernández, Presidente del Grupo de 

Trabajo constituido para el análisis de la modificación de la Ley 19/2013, en 

el seno del IV Plan de Gobierno Abierto, señalaba que con el fin de centrar 

adecuadamente este límite sugería dos vías no incompatibles de actuación. A 

saber: 

 



a) Seguir el criterio de la Ley 19/2014 de Cataluña (art.21.1) y también el 

criterio de la ley estatal 27/2006-art. 13.2ª)- y precisar que el secreto o la 

confidencialidad de los procesos de toma de decisión deben estar 

establecidos por norma de rango de ley. 

b) Introducir al límite matizaciones similares a las contenidas en el 

Reglamento (CE)-art. 4.3-, en el sentido de precisar que “La garantía de la 

confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión 

cuando ésta pueda verse gravemente perjudicada, y salvo que la 

divulgación revista un interés público superior”. 

En la modificación propuesta en el anteproyecto se opta por la primera de las 

alternativas con el fin de evitar o superar la indeterminación derivada de la 

redacción original, en pro de una mayor transparencia de la administración en 

lo relativo a su organización, funcionamiento y en especial a los procesos de 

adopción de decisiones, como medida necesaria para combatir la corrupción. 

 

 

5. Siguiendo el criterio planteado en el Informe sobre lo dispuesto en el artículo 

45.4 (trámite de audiencia), se le da a este artículo la siguiente redacción: 

“La tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto 

en materia de recursos en la legislación vigente.  

Cuando la denegación del acceso a la información se 

fundamente en la protección de derechos o intereses de 

terceros se otorgará, previamente a la resolución de la 

reclamación, trámite de audiencia a las personas que 

pudieran resultar afectadas para que, en el plazo no inferior 

a diez días ni superior a quince, aleguen lo que a su derecho 

convenga. Las administraciones públicas y demás sujetos 

obligados por la Ley prestarán su colaboración al Consejo de 

Transparencia para facilitar la identificación de las personas 

afectadas por la reclamación. 

El trámite de audiencia supondrá la suspensión del plazo para 

dictar resolución hasta que se hayan recibido las alegaciones 

y justificaciones que estimen pertinentes las personas 

afectadas o haya transcurrido el plazo para su presentación.”   



 

6. En relación a las valoraciones realizadas en el Informe sobre el contenido del 

artículo 65.1 respecto a la composición del Consejo de Transparencia de 

Navarra y siguiendo el criterio emanado de las mismas se le da a este artículo 

la siguiente redacción: 

 

“1. El Consejo de Transparencia de Navarra estará compuesto 

por la persona titular de la presidencia y por los y las 

siguientes vocales, que recaerán en personal técnico, con 

experiencia en esta materia:  

a) Una persona, a propuesta del titular del departamento 

competente en materia de transparencia. 

b) Una persona, a propuesta de la Federación Navarra de 

Municipios y Concejos.  

c) Una persona, a propuesta del Consejo de Navarra. 

d) Una persona, a propuesta de la Cámara de Comptos.  

e) Una persona, a propuesta del Defensor del Pueblo de 

Navarra.  

f) Una persona, a propuesta de la Universidad Púbica de 

Navarra.  

g) Una persona, a propuesta del Parlamento de Navarra.  

Se podrá proponer a una persona suplente para los casos de 

enfermedad, ausencia o impedimento temporal de la titular.” 

 

c) En relación a aspectos de fondo. 

 

1. Tal y como se indica en el Informe de Acción Normativa, en relación a la 

modificación propuesta sobre el artículo 39, no pudiendo presumirse el 

consentimiento cuando éste no es específico, inequívoco, libre e informado, 



se procede a modificar el texto inicialmente propuesto modificativo del 

artículo 39, dejándolo con el siguiente contenido:  

“…. Si la persona afectada no manifiesta su oposición se entenderá que no se 

opone”. 

 

2. Se rechaza la observación realizada en el Informe relativa a la modificación 

planteada sobre el artículo 60.4 por tratarse de una modificación planteada 

inicialmente por el propio Consejo de Transparencia de Navarra. Como ya 

indicaba en la propuesta inicial formulada por el Consejo de Transparencia de 

Navarra es poco probable que una autoridad u órgano administrativo incoe un 

procedimiento sancionador, en muchos casos para sancionarse a sí mismo, a 

requerimiento del Consejo. Con las obligaciones que se añaden de incoar 

necesariamente el procedimiento y de comunicar su resolución al Consejo, se 

limitan las posibilidades de que el órgano sancionador deje, sin más, el 

expediente sobre la mesa indefinidamente. Además, una hipotética resolución 

disponiendo archivar el expediente y no sancionar, deberá estar bien motivada.  

 

 

3. En relación al desarrollo reglamentario de los grupos de interés, a vista del 

informe emitido, se plantea la siguiente redacción: 

 

“Disposición final primera. Regulación de los grupos de interés. 

“1. El Gobierno de Navarra mediante decreto foral desarrollará 

reglamentariamente los apartados de la presente ley foral que se 

refieren a los grupos de interés, su Código de Conducta y gestión de su 

Registro, que serán de aplicación a las tres instituciones forales 

recogidas en la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegración 

y amejoramiento del régimen foral de Navarra. 

2. La elaboración del reglamento previsto en el apartado 1 de ésta 

disposición se hará en colaboración con la Oficina de Buenas Prácticas y 

Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra. 

3. Corresponderá a la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de 

la Comunidad Foral de Navarra la gestión del Registro.” 

 

 

 



4. Por razones de seguridad jurídica, se mantiene en la disposición normativa, la 

propuesta modificación de la Ley Foral 7/2018, de 17 de mayo, de creación 

de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción. 

 

2. En relación al Informe de observaciones del Instituto Navarro para la 

Igualdad/Nafarroako Berdintasunerako Institutua relativo al Informe de 

evaluación de Impacto de Género.   

 

Visto el Informe de Observaciones, se aceptan las recomendaciones 

planteadas y se procede a realizar las correspondientes sustituciones en el 

texto del anteproyecto. 

 

3. En relación al informe emitido por el Consejo de Transparencia de Navarra. 

El Consejo de Transparencia de Navarra emitió informe favorable sobre el 

Anteproyecto de Ley Foral que modifica la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de 

transparencia, acceso a información pública y buen gobierno y añade dos 

recomendaciones para su consideración e inclusión en el texto del Anteproyecto y que 

se refieren a: 

 . Modificar el apartado 1 del artículo 14, sustituyendo la actual redacción 

por la siguiente: “Los límites aplicables a las obligaciones de transparencia 

son los mismos que los artículos 31 y 32 establecen para el derecho de acceso 

a la información pública.” 

 . Introducir un párrafo al final de la letra b) del apartado 2 del artículo 20 

con la siguiente redacción: “La publicación de la agenda incluirá 

información sobre el objeto de las reuniones o sesiones que se celebren, con 

expresión de las personas asistentes y de las organizaciones o entidades a 

que representen, así como de los asuntos a tratar.” 

Admitiendo la justificación aducida por el Consejo de Transparencia de Navarra en 

su informe, se aceptan ambas y se incorporan al texto del Anteproyecto de ley Foral.  

 

4. En relación a la redacción dada al artículo 65 bis. Dietas 

 

Para la redacción definitiva dada al nuevo artículo 65 bis. Dietas, se ha seguido a 

recomendación de Función Pública, el modelo recogido en la Ley Foral de 

Contratos Públicos de Navarra en relación a los miembros del Tribunal 

Administrativo de Contratos Públicos de Navarra. 



 

Ajustado el texto del Anteproyecto de Ley Foral que modifica la Ley Foral 

5/2018, de 17 de mayo, de Transparencia, acceso a la información pública y buen 

gobierno, conforme a los términos de este informe, procede, asimismo, adaptar la 

Memoria Normativa a la nueva redacción del Anteproyecto. 

 

Pamplona, 30 de octubre de 2025 

 

 

 

Itziar Ayerdi Fernández de Barrena 

Directora de Servicio de Gobierno Abierto y Atención a la Ciudadanía. 
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